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PRESIDE: — Señor Representante Andrés Oribe. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Juan José Bentancor, Nora Castro, Ricardo 
Falero y Daisy Tourné. 


INVITADOS: Por la Asociación de Funcionarios Postales del Uruguay señores José María Matto, Alfredo 
González Pereyra, Omar González Camilli, Carlos Otero, Cesar Pedotti y doctor José 
Antonio Villamil. 


Por la Asociación de Funcionarios del Registro Civil doctora Adriana Cervini Labat, 
contadora Elsa María Scanavino Felipez y señoras María Teresa Montiel Figueroa y Ana 
Delia Nerón Hernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Oribe).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Recibimos a una delegación de la Asociación de Funcionarios Postales del Uruguay compuesta por los 
señores José María Matto, Alfredo González Pereyra, Omar González Camilli, Carlos Otero, César Pedotti y 
por el doctor José Antonio Villamil, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR GONZÁLEZ PEREYRA.- Soy el Presidente de la Asociación de Funcionarios Postales del 
Uruguay. 


Hemos llegado a esta Comisión después de un periplo de casi dos años peleando por salvar a la institución. 
Después de que lográramos la media sanción en la Cámara de Diputados del proyecto relativo a las facturas y 
cuando creíamos que las cosas podían "caminar", aparecieron hechos gravísimos que han convulsionado a 
todos los funcionarios y también a la opinión pública. Presentíamos estos hechos por información de una 
cooperativa de ahorro y crédito que tenemos los funcionarios, que es CAIFU, a la que se le debía un montón 
de dinero, pero algo se iba pagando más o menos cada tres meses; en estos momentos se le debe 

US$ 194.000. 


La cosa estalló, por un lado, cuando algunos compañeros fueron a hacer sus préstamos al Banco de la 
República -como se hace habitualmente- o a renovarlos. Ellos "rebotaron" porque el Correo debía un montón 
de dinero. Por otro lado, esto también explotó por otro tema. Somos asociados de CASMU y se nos ha 
amenazado diciéndonos que si no se paga, dentro de quince días nos quedaremos sin asistencia. Además, se 
adeuda a todas las cooperativas que tienen convenio con el Correo, por ejemplo, Anda, COFAC, COSAC, la 
Contaduría General de la Nación; en fin, en todo lo que sea contable, hay deudas con el Correo. Si bien se 
hacían las retenciones correspondientes a los funcionarios, nunca se volcaron donde se debía. 


Este es el tema central de nuestra entrevista y ahora vamos a pasar a dar algunos datos ilustrativos de lo que 
hemos dicho. 


SEÑOR MATTO.- Los funcionarios del Correo -como cualquier trabajador de este país-, utilizaban al 
Banco República para tramitar el crédito social, cuyas cuotas se descuentan de nuestros sueldos, pero 
no se vertían donde correspondía. Esto lo hemos venido denunciando. Luego de casi siete meses, los 
funcionarios que iban a solicitar un crédito, se encontraban con que los del Correo no podían operar 
más. Se debía alrededor de US$ 200.000. Por informaciones de la prensa, aparentemente la OPP prestó 
el dinero y el último viernes de febrero se pagó. 


El 2 de marzo hicimos la denuncia penal contra el Director anterior, contra el actual, contra el Gerente del 
organismo y contra el doctor Jubín porque, como se decía, hay que tener en cuenta que esto afecta a la Caja 
Nacional, al CASMU y CAIFU, entre otros. Tenemos en nuestro poder el documento en el que figura que a 
esa cooperativa de ahorro y crédito se debía US$ 190.000 a fines de febrero. A nosotros se nos retiene el 
dinero pertinente y no denunciamos actitudes personales sino políticas. No se la meten en el bolsillo y se 
quedan con ella, pero con sangre nuestra "hacían morcillas". Entonces, nos pagaban los sueldos, también a 
los acreedores. En COFAC a los usuarios les están cobrando recargos y moras, porque quien está debiendo es 
el que solicitó el crédito. 


Desde el año 1964 los funcionarios del Correo teníamos el pase libre y lo perdimos por una deuda de 

$ 11:000.000 que dejó el Directorio anterior, aunque ya venía de los anteriores. Había que pagar a la 
Intendencia, que era el agente de retención, y eso iba para las cooperativas de ómnibus y para CUTCSA. Esa 
deuda llegó a $ 11:000.000 y las empresas dijeron: "aquí no va más". Esto ya lo hemos dicho y está en 
conocimiento de todos los Ediles de los partidos políticos. Por suerte ahora tenemos la boletera y pedimos el 
pase libre por esa suma que le estaban debiendo las empresas. Pero lo más grave es que se llegó a un acuerdo 
de que los funcionarios -que tienen sueldos bajos en el Correo- paguen el pase libre porque, de todos modos, 
eso les sirve más que pagar el boleto. Entonces, la plata se les descontaba a los empleados, pero nunca llegó a 
las cooperativas de transporte. 


En el Correo han pasado cosas muy graves. La Fiscal de turno no enterró este asunto, sino que le dio para 
adelante a la denuncia. Ahora tendremos que ir a declarar; también tendrán que ir los Directores anteriores, a 
los que hemos denunciado, y los que entraron ahora: el doctor Jubín, el Gerente General Seré. Hay que saber 
que desde el 1 de noviembre hasta el 12 de enero el Correo quedó sin Directores, y los responsables de que 
marchara eran estos dos señores. También estuvo Pienica como Presidente interino; lo mandaron de UTE. En 
medio de toda esta situación, ahora sale como convidado de piedra, y ya no pueden hacer más cosas. 
Entonces, quieren mandar a quinientos compañeros para la casa ofreciéndoles incentivos de catorce o veinte 
sueldos. Hay dos planes, uno para los jubilados y otro para los que tengamos edad para jubilarnos. 


Nosotros le dijimos que la gente se puede ir si le dan toda la plata en la mano, pero no entendemos la 
situación. Si el Correo se quedaba con la plata y no le pagaba a estos organismos, ¿de dónde va a sacar dinero 
ahora? 


Según las versiones de los Directores, que hemos escuchado por la prensa, se dice que la OPP prestaría el 
dinero. Nuestra aspiración es que se forma una Comisión Investigadora o que se haga una auditoría; es la 
palabra del sindicato contra la de los Directores anteriores, entonces, vamos a ver quién está mintiendo. 


En todo este material que tenemos en nuestro poder están todos los acomodos que hicieron antes de irse -al 
secretario, al chofer- faltando ocho o diez días y con un Correo fundido. Ahora nos enteramos de que unos 

días antes de que tomara posesión del cargo, entró la señora esposa del Director Manzor. Cuando entraron, 

metieron a la hermana del Director Jardín; dicen que renunció. Hay becarios que ganan $ 2.000 por la beca 
común y $ 18.000 o $ 20.000 por incentivos. 


Entonces, en un Correo que está hecho pedazos, nos encontramos con esta situación. Todas estas cosas se 
denuncian pero nadie toma una decisión. Tenemos dificultades para cobrar los sueldos; hay compañeros que 
atienden al público a los que se les está debiendo el quebranto del año pasado que tendrían que haber cobrado 
en la primera quincena de enero. 


En medio de esta situación se habla de mandar gente para la casa. Yo digo que los que se tienen que ir son 
todos los que han metido en todo este tiempo. ¿Cómo va a funcionar un Correo que tiene mil novecientos 
funcionarios con cuarenta y ocho Gerentes? 


De manera que pedimos dramáticamente a esta Comisión que compruebe si lo que decimos es verdad o 
mentira. A veces puede parecer que estamos haciendo una denuncia con fines políticos, pero nosotros en esto 
no nos casamos con nadie: todo el espectro político se ha ocupado muy poco del Correo. Me refiero al 
colectivo político de este país y a lo que funciona en el Parlamento. 


Por tanto, les pedimos que de una vez por todas pongan atención a este tema, si es que quieren salvar al 
Correo. 


Ahora no se sabe qué va a pasar con el sueldo: si cuando llegue semana de turismo nos van a dejar sin cobrar. 
Con estos incentivos que han planteado, la gente no se va a ir; pero parece que después del 15 de abril van a 
elegir quién se va, en forma compulsiva. Ahora bien: ¿quién va a decidir qué compañero se va para la casa si 
la gente no se quiere ir? 


Por otra parte, el tema de las facturas tiene media sanción de la Cámara de Diputados; el Senado quedó en 
definir si la ley se aprueba o no. Como lo ha dicho el compañero Presidente, acá hay dos correos: uno con 
factura y otro sin factura. Entonces, si mandan quinientos empleados para la casa, ¿quién va a repartir las 
cartas? Los Gerentes y todos los acomodados no quieren agarrar las cartas; no vienen de peones, de carteros 
ni de choferes. Hay oficinas enteras que van a tener que comprar sillas en Bavastro porque ya no saben dónde 
sentarse. 


Esta es la situación del Correo. Quien maneja los temas jurídicos es el doctor Villamil, que es abogado del 
gremio y ha presentado la denuncia con la información que le hemos dado. Lo más grave es lo que va a pasar 
si alguien se llega a enfermar después del 15 o 20 de marzo, porque el CASMU no lo va a atender, a pesar del 
convenio, que incluye al funcionario y a un familiar. Los becarios tenían acceso al convenio y la cuota la 
tenía que pagar el Correo, pero desde febrero del año pasado no ha pagado ni una. No sé cómo el CASMU ha 
seguido atendiéndonos. Trajimos el documento que nos mandó el CASMU, donde dice que si por lo menos 
no se mantiene una conversación con el Directorio del Correo para que aporte algo el 15 de marzo va a cortar 
los servicios. Lo peor es que hace más de 20 días que no tenemos diálogo. Le pedimos una entrevista, pero 
como estamos tomando la pequeña medida de no repartir impresos, se nos contesta que el diálogo va a existir 
cuando levantemos la medida. Siempre hay que tomar alguna pequeña medida, porque nos hemos aburrido 
de conversar. Pedimos que la Comisión trate de intervenir, que nos dé una mano, no solo a los trabajadores 
sino al organismo, para tratar de que pueda darse una mesa de diálogo a fin de saber si van a pagar o no. Si se 
llega a un acuerdo automáticamente levantaríamos la medida que estamos tomando. Pero queremos 
levantarla con el compromiso de que el convenio del CASMU se va a cumplir. 


En cuanto a CAIFU debo decir que primero se pagó al Banco de la República US$ 190.000 y lo mismo pasó 
con COFAC. A esta altura hay una deuda de US$ 300.000 que le han descontado a la gente y no se ha 
pagado. 


SEÑOR GONZÁLEZ PEREYRA.- Más allá de todo este paquete de cosas, queremos preguntar al 
espectro político si hay interés en que el Correo siga funcionando. Esto lo venimos preguntando hace 
más de dos años sobre el tema de las facturas. Ahora lo volvemos a repetir con este tema. ¿Qué es lo 
que está pasando? ¿Se quiere liquidar el Correo con alguna sutileza que no está en nuestra cabeza? 
¿Qué va a pasar con el Correo? Se está desmembrando y todavía no se sabe si se van a repartir o no las 
facturas. ¿Qué va a pasar si logramos que se repartan las facturas? ¿Van a tomar a la gente de nuevo? 
Aquí está en juego la asistencia de una institución histórica en el país y que en ningún lugar del mundo 
ha dejado de existir. Estamos a tiempo de salvarlo y esto está en manos del poder político. 


SEÑOR FALERO.- Quiero manifestar al Presidente de la Asociación de Funcionarios Postales del 
Uruguay que no le deben quedar dudas de que la Cámara de Diputados quiere que el Correo siga 
funcionando; de lo contrario, no habría votado la ley para que reparta las facturas. Esa pregunta ya 
tiene respuesta en esta Cámara. El tema ahora está planteado en la Cámara de Senadores y no sé cuál 
es la situación allí. 


Me interesaría formular algunas preguntas. Por lo que dijo el Presidente del gremio y el Secretario, existe una 
denuncia penal que supongo que será por el no vertimiento de las retenciones que se hacen de los sueldos por 
distintas razones. Teóricamente, habría una figura que se puede tipificar, que es la de apropiación indebida. 
Me gustaría conocer ese tema, pero lo que me interesa saber es cuál ha sido la intervención de la OPP en este 
asunto. En dos o tres oportunidades se la ha mencionado como aportando recursos. Quisiera saber cuál es su 
intervención en este asunto. No sé si hay respuestas concretas a efectos de tener una pista aproximada del rol 
que la OPP ha jugado. 


SEÑOR GONZÁLEZ PEREYRA.- En cuanto a la denuncia vamos a pedir a nuestro asesor legal que 
la explique. 


Lo que nosotros sabemos de la OPP es lo que ellos nos trasmitieron, que han estado reunidos y esta ha hecho 
distintos planteos, pero no hay nada por escrito. 


SEÑOR FALERO.- ¿Qué cosas dicen? 


SEÑOR GONZÁLEZ PEREYRA.- Que han mantenido reuniones con la OPP y que esta plantea que 
debería haber una reducción de personal para que se pueda hacer cargo de la ayuda económica. Eso es 
lo que nos informan los Directores. 


SEÑOR BENTANCOR.- En su momento supimos tener una vinculación con la OPP a través de la 
mesa de entes o de cada uno de los sindicatos. Quisiera saber si como sindicato pidieron entrevistas con 
el Director de la OPP, si los recibió, cuál es su versión y si analizaron el tema con el contador Davrieux. 
De acuerdo con las declaraciones del señor González Pereyra, prácticamente hay una sola vía de 
información, cuando hace un tiempo atrás disponíamos de otra, que a veces podía demorar un tiempo 
más o menos pero llegaba. Me gustaría saber si hablaron con el contador Davrieux y cuál es su versión, 
ya que esto nos evita tomarlo a él como referencia para solicitar un informe sobre el tema. 


SEÑOR MATTO.- El que ha manejado el tema de los incentivos para 500 funcionarios, que se publicó 
en la prensa el 1? de marzo, ha sido el Presidente del Correo Winston Elutchanz. Él dice que los 
US$ 8:000.000 que se debían al Banco de la República los puso la OPP. Nos da la impresión de que le 
deben haber dicho que hay que achicar la plantilla. Hace tres años que se viene diciendo lo mismo. 
Antes de ir a hablar con el contador Davrieux queríamos hablar con el Directorio, pero nos dijo que 
nos va a recibir cuando levantemos la medida. Reitero que no vamos a levantar la medida hasta que no 
se forme una mesa de negociación. 


SEÑOR VILLAMIL.- Soy el abogado del sindicato de la Asociación de Funcionarios Postales del 
Uruguay. Me voy a remitir a algún detalle formal de la presentación de la denuncia penal, que fue 
presentada el día 2. De acuerdo con las normas sobre fijación de Turnos quedó en el Juzgado Letrado 
en lo Penal de 11 Turno. La Fiscalía actuante es la de 3er. Turno. El Juez estudió la denuncia y se la 
pasó a la Fiscal actuante. La Fiscal actuante sugirió -como se sabe, el sumario tiene carácter secreto, 
por lo que no tenemos más información que la de carácter formal- una serie de medidas de tipo 
informativo como, por ejemplo, citaciones, que el Juez consintió y es lo que se está llevando adelante. 


SEÑOR FALERO.- ¿Quién es el Juez de 11er. Turno? 
SEÑOR VILLAMIL.- Es el doctor Timbal y la Fiscal de 3er. Turno es la doctora Carballo. 


Todo lo referente a esta denuncia penal ya fue largamente expuesto; simplemente quiero acotar que hay 
normativa en materia de retenciones que establece que deben ser vertidas dentro de los cinco días hábiles sin 
excepciones y sin distinciones, ya se trate de un organismo público o privado. El 26 de setiembre del año 
pasado, por Ley N* 17.691, se reiteró dicha disposición respecto de la obligatoriedad de la versión en ese 
plazo de cinco días hábiles. Por lo que aquí se ha comentado y documentado, ese plazo se ha excedido 
largamente y la no versión de fondos se reitera desde hace más de un año y se acumulan las correspondientes 
a cuatro meses o más. 


El objeto y la decisión de denunciar tiene que ver con dos hechos: primero, la reiteración y la acumulación, y, 
segundo, la falta de respuesta a una solución en ese tema. Es decir, con la denuncia penal no se trata de seguir 
una especie de corriente de "judicialización" de los conflictos, sino que es la respuesta natural a una situación 
de total gravedad. Por supuesto, al denunciante no le corresponde establecer si se configura o no un delito, 
sino aportar a la sede los elementos por los cuales entiende que los delitos podrían estar configurándose. 
Creemos que acá se puede haber configurado más de un delito, pero eso lo dirá la sede y nosotros planteamos 
el tema como una investigación, como una denuncia. 


El problema que tenemos en este caso es la falta de información. Crean que se ha trabajado con el mínimo de 
seriedad y de responsabilidad para recolectar la información y las pruebas. Pero nos hemos encontrado con 
que es muy difícil para este gremio obtener documentación e información, especialmente de las autoridades 
del Correo, que ni siquiera acceden a dar un panorama claro sobre lo que se está debiendo para negociar de 
buena fe, como lo establecen los convenios internacionales Nos. 98 y el 152 de la OIT. El problema es que 
acá se negocia sin información clara sobre la mesa. Tampoco hemos podido obtener información fehaciente 
de organismos tan importantes como el Banco de la República, que no nos ha aportado una información 
cierta sobre el atraso correspondiente. Los últimos días de febrero se realizó una gestión en el Banco de la 
República para tratar de obtener información que nos permitiera tomar una decisión, pero no pudimos lograr 
más que una entrevista y el comunicado cierto de que algún funcionario no estaba en condiciones de 
conseguir su préstamo. No obstante, en ese mismo momento, vimos situaciones que nos llamaron la atención, 
por cuanto, por un lado, existía un informe que establecía que no había deuda y, por otro, se negaba a 
conceder un préstamo. 


Por lo tanto, nos vimos obligados a solicitar a un Juez que oficiara y creemos que en eso está la cosa 
actualmente. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Con respecto a las excedencias, quiero decir que si bien no tuvimos una 
conexión directa con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, sí concurrimos al Ministerio de 
Economía y Finanzas y nos entrevistamos con el anterior Ministro de Economía y con el actual 
Subsecretario. Por ese motivo, no entendemos cómo se puede hablar continuamente de bajar la 
plantilla del Correo, si por otra puerta entraron alrededor de cien becarios y siguen entrando. Es más: 
se trata de becas que corresponden a personas de cincuenta y cuatro años, como primera experiencia 
laboral. Entonces, no entendemos por qué se nos dice que hay que bajar la plantilla cuando por la otra 
puerta entra una cantidad de gente. 


Existe otro agravante: se han hecho llamados para ir a otros organismos y una cantidad de compañeros 
accedieron a cambiar, pero por lo que tengo entendido no está permitido sustituir esa función. Sin embargo, 
existen secciones enteras como, por ejemplo, Financiera-Contable, cuyas funciones fueron tercerizadas 


completamente con una empresa privada. Este sindicato no puede entender: ¿sobra gente o falta? Si sobra 
gente ¿se sustituye por otra? ¿El mecanismo es sustituir gente? No hemos obtenido respuesta alguna a todas 
estas preguntas. Tenemos documentos que prueban que en medio de la crisis del Correo se han sustituido 
tareas por asesores; inclusive, en tareas que fueron inventadas como, por ejemplo, gerencias en nuevas 
reparticiones. Mientras tanto, nosotros pedimos un relevamiento de toda la situación y una reestructura 
actualizada, acorde a la situación actual del Correo, sobre la cual estábamos dispuestos a discutir. Somos 
realistas y sabemos que existe algún servicio que no es rentable o que habría que encararlo de otra manera 
pero, sin embargo, no se hace nada y se sustituye con más gasto. 


Tenemos puebas que demuestran que las tercerizaciones generan más costos al Correo. Existen empresas 
privadas que cobran alrededor de $ 500.000. Sin embargo, se mandó a compañeros del Correo, a través de 
estos llamados, a la DGI, a la Oficina Nacional del Servicio Civil, al Registro Civil y a otros organismos, 
pero sus tareas fueron sustituidas por otros funcionarios, que ingresaron cuando estaba prohibido acceder 
como nuevos funcionarios públicos. 


Por estas razones, no aceptamos bajo ningún punto de vista estas respuestas y nos negamos rotundamente a 
que se diga hoy que hay que sacar quinientos o seiscientos funcionarios, como lo han expresado estos y los 
Directores anteriores. La situación que hasta ahora se ha dado es que los sustituyeron por otros funcionarios; 
entonces, no sobran funcionarios. 


Creo que hay que hacer un relevamiento consciente y real de la empresa y evaluar si estos hechos son reales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recordamos a nuestros invitados que la Comisión no puede deliberar en 
presencia de las delegaciones. 


SEÑOR MATTO.- Por otra parte, quiero agregar la frutilla de la torta. Se nos quedan con la plata del 
sindicato y demoran entre treinta y sesenta días para pagarnos. Por suerte, en este país se descuenta al 
trabajador la cuota sindical, que en este caso es de $ 60 o $ 70. 


El día 2 de este mes cobramos el descuento correspondiente a enero y anteriormente se habían juntado dos 
meses. O sea que, como se dice vulgarmente, nos están "jineteando" nuestra plata; la plata es del sindicato y 
de la gente. El tesorero nos dice que vayamos la semana que viene, pero ¿cómo vamos a ir la semana que 
viene si cobré el 2 y me descontaron la cuota sindical? Nos descuentan a todos los afiliados al sindicato. No 
entendemos bien esta situación. Pero eso se hace. Pasaba en Rocha y en Canelones y, ahora, se puso de moda 
acá. 


Queremos que todo esto se termine. Vamos a citar solo un caso. El 3 de marzo ingresó a trabajar a la 
Secretaría del Director Manzor la señora Caterina Ojeda Barreto. La beca común es de $ 2.182, el incentivo 
es de $ 19.818, por lo tanto, esa beca ascenderá a $ 22.000. 


Nosotros hicimos la denuncia cuando había entrado la hermana de uno de los Directores anteriores, Jardín, 
que renunció ahora, pero por lo menos cobró un mes de sueldo. Después entró la señora que mencioné. 


Tenemos el nombre de todas las personas que han entrado a través de los Directores Hernández y Elutchanz. 
En esa situación hay choferes que cobran $ 14.000 o $ 15.000; después se van y hacen comisión los 
anteriores; puede haber choferes, secretarios todos con partidas de $ 7.000 o $ 12.000, mientras que nosotros, 
que hace cuarenta o cuarenta y dos años que trabajamos en el Correo, estamos ganando alrededor de $ 9.000 
o $ 10.000, si vienen cartas. 


Esas personas tienen partidas fijas y no sabemos qué función cumplen. ¡Y está lleno de "ñoquis"! Queremos 
denunciar esta situación porque es gravísima. Los compañeros de Canelones nos han dicho que el Edil 
Musetti hace tres años que no va a trabajar y cobra el sueldo. En el Correo hay gente que marca la tarjeta y se 
va. Está el caso de la escribana Ana Ramírez que nunca va a trabajar y en su despacho está su marido; hay 
dos Directores que quieren sacarlo y otros que no. 


Esa es la situación. Está bien que él se defienda, porque nosotros estamos en contra de todo lo que hicieron. 
Se hizo una campaña contra el ñoqui más famoso del país, Gustavo González, pero nosotros sabemos que 


está lleno de ñoquis en el Correo. Hay gente que no va a trabajar y se dice que está en el Parlamento, pero no 
trabaja ni acá ni en el Correo. 


Esto es gravísimo. ¡Hasta la plata del sindicato nos jinetean!. Demoran en pagar treinta, cuarenta y cinco o 
sesenta días. Ahora estaban al día, pero cobramos el 2 y todavía no nos pagaron. 


Conocemos la sensibilidad del Parlamento respecto a los planteamientos de cualquier sindicato; es mucho 
más sensible esta Comisión que correspondiente al Senado al atender los problemas laborales. Nosotros 
pedimos que se haga una investigación sobre esta denuncia, porque luego vendrán los nuevos Directores y 
negarán que esta situación es así. Pero si se robó una bicicleta y después se devolvió, de todos modos el 
delito existió. Repito: ellos no se metieron la plata en el bolsillo, pero con ella hicieron lo que se les antojó. A 
los funcionarios del Correo se les descuenta en total US$ 40.0000 por mes que se vierten al Banco de la 
República. Estaban debiendo US$ 200.000. La plata se las dio la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


De ahora en adelante no sabemos qué va a pasar con todo lo demás. Entonces, pedimos dramáticamente que 
por intermedio de esta Comisión se haga un llamado a este nuevo Directorio para que nos atiendan, porque 
hace más de veinte días que queremos conversar y no podemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia; los mantendremos informados. 


(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Postales del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios del Registro Civil) 


——La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de la Asociación 
de Funcionarios del Registro Civil, integrada por la doctora Adriana Cervini Labat, la contadora Elsa 
María Scanavino Felipez y las señoras María Teresa Montiel Figueroa y Ana Delia Nerón Hernández. 


SEÑORA SCANAVINO.- Agradecemos que nos hayan concedido con celeridad la entrevista que 
solicitamos. 


Nos enorgullece que en el Día Internacional de la Mujer la delegación de la Asociación sea absolutamente 
femenina y saludamos a las compañeras en este día. 


La doctora Cervini va a hacer el desarrollo jurídico correspondiente de las partidas que nosotros estamos 
reclamando y luego nosotras complementaremos la información. 


SEÑORA CERVINI.- Creo que cada uno de ustedes ha recibido una carpeta con una reseña de todo el 
conflicto referido al Registro Civil. 


El primer punto tiene que ver con la rebaja salarial. Esto parte de la Ley N* 16.320 que, mediante su 

artículo 292, crea una sobre tasa del cien por ciento sobre el tributo de los matrimonios a domicilio, cuya 
finalidad -lo dice la ley- es la promoción del bienestar social de los recursos humanos de la unidad ejecutora. 
A partir de esa ley y hasta principios del año pasado esta tasa fue aplicada sin ningún tipo de problemas, 
recibiendo igualitariamente todos los funcionarios lo que se recaudaba por concepto de partida para 
promoción social. 


Desde principios del año pasado se pretende aplicarnos el inciso segundo del artículo 6” de la Ley N* 16.002, 
que establece lo siguiente: "Aquellos organismos que, por disposición legal expresa, pueden abonar 
retribuciones personales con cargo a fondos extrapresupuestales, también deberán atender con éstos el sueldo 
anual complementario y las cargas legales correspondientes a las retribuciones personales financiadas con 
cargo a tales fondos.- Lo dispuesto en el inciso anterior, en ningún caso podrá significar una disminución de 
las actuales retribuciones con cargo a la referida financiación". 


Acá corresponde aclarar que la Ley N* 16.320, que creó nuestra tasa de promoción social -por llamarla de 
alguna manera- es posterior a la Ley N” 16.002, que fue dictada en el año 1988. La Ley N* 16.320 es del 1* 
de enero de 1993, y no hay ninguna referencia a esa ley anterior. Quiere decir que, en pleno conocimiento, el 


legislador dictó esta norma. Fue por eso que durante doce años se aplicó así, sin ningún tipo de descuentos. 
No sabemos las razones -o sí las sabemos-, pero hoy se nos quiere rebajar el salario, pretendiendo que esa 
partida sea gravada con los aportes a la seguridad social. No lo admitimos porque entendemos que hay una 
rebaja salarial y es real. Todos los funcionarios del Registro Civil sabemos que hay determinadas fechas en 
las que recibimos esas partidas, contamos con ellas y con nuestros magros recursos; realmente tenemos 
sueldos de hambre, que no cubren la canasta. 


Entonces, hoy pretendemos que se cumpla aquello que obtuvimos por esfuerzo propio. Eso también es real; 
fue el propio gremio el que promovió esta norma cuando vio que la situación era tan difícil que había que 
salir de alguna manera. El legislador la entendió aplicable y que correspondía. 


Nos preguntamos por qué cambian el criterio, hoy cuando la situación es mucho más difícil. Y aunque no 
fuera difícil, estamos hablando de una rebaja salarial. Al respecto, no se pueden discutir nuestras razones. 


Voy a hacer una pequeña alusión a cómo se forma esa partida. Según la Rendición de Cuentas de 1993 se 
aplica una sobretasa del 100% de lo recaudado por el tributo de los matrimonios a domicilio. Por la Ley 

N? 16.736 se crea la partida de urgente despacho; fue el logro principal del cual surgieron estas partidas. Por 
Ley N? 17.296, de febrero de 2001, se completó esa partida de promoción social con la venta de datos de 
defunciones a organismos públicos y privados a través de convenios. Se realizaron convenios, por ejemplo, 
con la Caja Profesional -que abarca a las tres cajas juntas; aunque debería hacerse un convenio con cada una-, 
con el Banco de la República, con OCA y con el Banco de Previsión Social. Lamentablemente, con este 
último organismo tuvimos una mala experiencia porque nos enteramos de que, a su vez, vendía nuestra 
información a otras Cajas del Estado, como la Militar y la Policial, que antes nos la compraban directamente. 
Entonces, por un lado, nos quieren imponer la ley de una forma tajante y, por otro, vemos que se hacen cosas 
de una manera que tampoco cierra. 


Vamos a entrar en el tema de su famosa naturaleza salarial. Entendemos que no tiene carácter retributivo y 
por ello no podemos hablar de salario. Esto siempre fue igual: la partida se dividía entre los funcionarios. En 
el caso de los Oficiales del Registro Civil que obtienen una partida por los matrimonios a domicilio, se les 
descuenta lo que ellos han recibido a fin de que todos tengamos exactamente lo mismo. Creo que eso también 
tiene su peso. 


El encargado de reglamentar la partida de promoción social es el Registro Civil. También en la parte 
relacionada a la promoción social que figura en el TOFUP se hace referencia a estas partidas. Hay una serie 
de elementos que llevan a pensar que el espíritu de este artículo es beneficiar la promoción social de los 
recursos humanos del Registro Civil; realmente es así. Pero si se nos quiere aplicar esto, evidentemente, se 
está desviando la voluntad del legislador. 


También es importante señalar que a principios de año se nos quiso aplicar la Ley_N* 16.002, lo que 
entendimos era totalmente injusto, y estuvimos en tratativas con los Ministerios de Economía y Finanzas, de 
Educación y Cultura, y con el BPS. Cuando el doctor Atchugarry estaba al frente del Ministerio, se nos hizo 
una promesa muy firme -en la cual inocentemente creímos- de que se iba a dictar un "decreto cero", o sea, el 
decreto que no gravaba nada esa partida. Con esa promesa nos fueron llevando y nosotros, confiados, 
seguíamos adelante, teníamos reuniones y demás, hasta que debimos llegar a medias extremas. Los señores 
Diputados conocen los conflictos que hubo en el Registro Civil. No queríamos llegar a eso, pero es nuestra 
fuente de trabajo. Tendrían que ver cómo trabajamos, lo hacemos de una forma bastante primaria. 


El "decreto cero" no salió. Las promesas quedaron ahí. El Director nos mintió a cara de perro -perdonando la 
expresión-, así como los Ministerios de Educación y Cultura y de Economía y Finanzas. 


Recurrimos a ustedes porque nos parece que son los más indicados para entender la situación en la que 
estamos. Inclusive, todos ustedes tienen conocimiento de nuestros sueldos, de lo que sería un vale y cómo 
sería gravado y pueden darse cuenta realmente de lo que recibimos cada uno. No quiero hacer más 
valoraciones al respecto. 


Nos gustaría encontrar una solución a través de una ley, porque estas partidas surgen de una ley, que ahora se 
pretende interpretar a través de otra. Entonces, vamos a buscar una norma que la interprete bien, porque no 
está bien interpretada. 


Una parte del material que hicimos llegar a los señores Diputados se titula "Síntesis y propuestas". Allí 
planteamos las posibles soluciones. 


Una de ellas, es el tan prometido decreto del Poder Ejecutivo eximiendo de aportes nuestra partida como se 
comprometieron ante dirigentes de nuestro sindicato el año pasado el ex Ministro de Economía y Finanzas, 
doctor Atchugarry, el Ministro de Educación y Cultura, Leonardo Guzmán, el Director del Registro Civil, 
doctor Álvaro Garcé García, y en representación del señor Presidente de la República, doctor Jorge Batlle, el 
Secretario de la Presidencia, doctor Raúl Lago. 


Recuerdo que hace poco tuvimos una asamblea a raíz de todo esto -por supuesto, nosotros nunca nos 
olvidamos de la gente que está afuera esperando para casarse y en situaciones que son bastante límite para 
quienes tienen todo organizado-, en la que recibimos un llamado por el cual nos informaban que el doctor 
Batlle había dicho: "liquídense sin descuento". Nuevamente confiamos: casamos y suspendimos las medidas. 
Sin embargo, seguimos en la misma. A veces es difícil creer. Por lo menos en mi caso, llega un momento en 
que pienso: "¿A quién le creo? No sé a quién creerle". Quiero que ustedes conozcan esa incomprensión que 
nosotros sentimos. No entendemos por qué le dan largas al asunto; es una mentira tras otra. 


También planteamos que en caso de realizarse aportes, y como no aceptamos de ninguna manera promedios 
que perjudican abiertamente nuestra retribución por la naturaleza fluctuante y zafral de la recaudación, se 
considere retribución actual líquida todos los fondos provenientes de las normas citadas que componen 
nuestra partida actualmente tal y como se ha hecho en estos doce años. 


Otra propuesta es que se considere retribución actual líquida lo cobrado por la partida el año pasado con 
carácter anual -$ 31.500-, ajustada en los mismos porcentajes de variación de la UR en que se ajusten las 
tasas de Registro Civil. 


La otra interpretación de la retribución líquida -es otro problemita de la Ley_N” 16.002- sería que se considere 
retribución actual líquida $ 3.350. Ese sería el tope que estaría exento; esa es la cifra más alta que se cobró en 
el año 2003, ya que, como dijimos, es zafral. Evidentemente, hay períodos en que se casa más gente y hay 
más nacimientos. Por lo tanto, se trabaja más. Entonces, se consideraría retribución actual líquida los $ 3.350, 
que fue el monto más alto cobrado en febrero de 2003, ajustada en los mismos términos que el punto anterior. 
Más adelante hacemos una propuesta con respecto a las cargas legales, que incluye además de los aportes de 
la partida los que deben hacer los Oficiales de Estado Civil sobre lo que cobran por los matrimonios a 
domicilio. Los aportes de ambas partidas, tal como obliga el inciso primero del artículo 6” de la Ley 

N? 16.002, deberán salir de fondos extrapresupuestales, provenientes de las tasas cobradas por el organismo. 
Partiendo de la base de que en esta etapa el Estado deberá hacerse cargo de los aportes obreros y patronales, 
su financiación sería costeada en idénticos porcentajes que los fondos de libre disponibilidad. Esto es así. El 
Registro Civil se lleva un 38%; un 24% se lo damos al Ministerio de Educación y Cultura y el restante 38% a 
Rentas Generales. ¡Vaya si damos! 


Mantuvimos contacto con el PIT CNT y con el Banco de Previsión Social, quienes entendieron claramente 
que estábamos ante una rebaja salarial. Esto también figura en el material que les hicimos llegar. En base a 
eso y coincidiendo con el punto de la declaración del PIT CNT que reconoce que de ninguna manera debe 
significar una disminución de nuestra retribución, aceptamos que los montos de normas futuras engrosen la 
bolsa de la cual sale nuestra partida y tengan el descuento legal y directo. 


SEÑORA SCANAVINO.- En el material que les hicimos llegar hay una reseña acerca del origen, 
desarrollo y evolución de las partidas y cuáles fueron las que engrosaron la bolsa de reparto. 


Más allá de que queremos dar una fundamentación consistente desde el punto de vista jurídico y legal, 
considerando la sucesión de leyes que regulan la materia en general sobre retribuciones extrapresupuestales, 
deseamos explicar por qué para nosotros es tan sentida esta partida que cobramos durante tantos años. 
Debemos ubicarnos en el año 1992, cuando todavía era posible que los trabajadores en contacto directo con 
los parlamentarios pudieran obtener mejoras desde el punto de vista de las retribuciones para aumentar el 
salario. Los señores Diputados deben saberlo, pero no está de más recordar que desde el año 2002 -cuando el 
país cambió de signo y de situación, y empezamos a vivir en un país diferente- los funcionarios públicos 
tuvimos una pérdida del 25% del poder adquisitivo, además del la que ya veníamos arrastrando. Por eso 
llegamos a un punto en el que decimos: "No podemos soportar una rebaja más". 


Esta partida fue elaborada y peleada por el sindicato, que conversó con todos los legisladores de la época, 
explicando cuál era su fin y su objetivo. Esto fue entendido y por eso se votó. Se entendió como un beneficio 
social; no hablamos de salario. Así lo expresa el texto de la Ley N* 16.320. Para nosotros era un beneficio 
social que complementaba nuestro magro salario. Tiene que quedar claro que esto no sale de Rentas 
Generales sino que es financiado por el organismo; surge de la recaudación por el servicio prestado. Ya había 
disposiciones legales que reglamentaban la percepción o el pago de las retribuciones como 
extrapresupuestales. Este artículo fue posterior; si bien había alguna reglamentación al respecto, el legislador 
entendió que esta partida era un beneficio social para mejorar la calidad de vida de los trabajadores. Por eso 
hacemos especial hincapié en esa génesis. De lo contrario, deberíamos partir de la base de que hubo un error 
en la interpretación. Eso es lo que nos plantea el Ministerio de Economía y Finanzas; se nos dice que es un 
error y que hay que subsanarlo. Pero estamos hablando del año 1992, es decir que ya pasaron tres 
Administraciones, muchísimos Ministros de Economía y Finanzas, muchísimos Ministros de Educación y 
Cultura que interpretaron la norma tal como nosotros hoy la reclamamos; entendieron que es un beneficio 
social, no una partida salarial. De manera que no solo los trabajadores sostenemos esto. Si no fuera así, 
existió un incumplimiento legal por parte de más de una Administración, de muchos Ministros, de asesores, 
de la Contaduría General de la Nación, de todos los organismos externos que durante doce años controlaron 
la forma en que se realizó la liquidación de esta partida. Entonces, ¿todos estuvieron equivocados durante 
años? Creemos que no. Entendemos que cuando se votó este artículo no se estaba planteando que se trataba 
de una partida de carácter salarial. 


La compañera mencionó todas las negociaciones que se hicieron durante el año pasado. Hasta el momento, 
excepto en el mes de enero, la liquidación de la partida se realizó sin ningún tipo de descuento, como un 
beneficio social más. 


Como los señores Diputados sabrán, los beneficios sociales de la Administración Central, tales como hogar 
constituido o asistencia médica, se liquidan integramente, más allá de que el trabajador tenga faltas o no; son 
inembargables. Durante estos doce años esta partida fue liquidada con el carácter de inembargable. Se 
realizaba el mismo procedimiento que con cualquier otro beneficio social. A los funcionarios que tenían faltas 
se les descontaba los días de su salario, pero cobraban esta partida íntegramente, porque esa fue la forma de 
liquidarla durante doce años. Reitero que esto no solo lo entendimos así los trabajadores, sino tres 
Administraciones diferentes y de distinto color. Hoy se nos dice que esto es un error y que debemos 
corregirlo. Si es así también hay incumplimiento por parte de las distintas Administraciones. Pero nosotros 
creemos que no; entendemos que la ley se aplicó correctamente. De no ser así habría consecuencias sobre las 
distintas Administraciones que permitieron y avalaron esta forma de liquidación durante doce años. En todo 
caso, debería hacerse una interpretación de la ley. 


Pero este no es el objeto de la intervención. Hace años, cuando se manejó la creación de esta tasa, 
consideramos muchos elementos. Quien va al Registro Civil, puede apreciar el tipo de público que allí 
concurre. Es gente de escasos recursos, pobre, trabajadora y ese fue un elemento que se consideró a la hora 
de buscar financiación para mejorar nuestra calidad de vida a través de las partidas. Por eso, se creó una 
sobretasa. La tasa de los matrimonios a domicilio es elevada y actualmente está ubicada en los $ 4.000. Sin 
embargo, la que se cobra a los matrimonios que se realizan en las oficinas es de $ 150. Entre un tipo y otro de 
celebración de matrimonio hay una diferencia abismal, pero esto no es casual sino absolutamente causal. Se 
impulsó la creación de este artículo, luego de considerar que el que tiene dinero y puede hacer uso de los 
servicios que presta el Registro Civil con comodidades, pagando salones de fiesta, debe abonar determinada 
tasa. Se dispuso que la mitad de lo que se percibe por la tasa actual vaya a la bolsa de reparto. Además, se 
consideró que esto fuera igualitario para todos, independientemente del lugar, del cargo y del salario que se 
perciba. En términos de porcentaje, la forma de reparto favorece a los salarios más bajos. 


Para nosotros, estos son valores que no queremos perder, que hacen a una cuestión de igualdad entre los 
trabajadores en cuanto favorecer a los que perciben salarios más bajos. No queremos renunciar a eso porque 
nos parece de estricta justicia que termine recibiendo más el que menos tiene. Con esta modificación en la 
liquidación, estos dos criterios se van al diablo: el de que quien recibe más es el que gana menos y el de un 
tratamiento igualitario. Decimos esto porque si estos rubros pasan a integrar la partida salarial, tendremos que 
aportar al Banco de Previsión Social las cargas patronales que son de un 20,5%, pero ¿dónde está la 
diferenciación? En los aportes personales. Nosotros no lo entendemos así, pero la ley dice que el 15% de 
montepío en realidad no es una rebaja salarial sino un ahorro previo, a futuro, pero está impuesto. Eso es un 
impuesto y no tiene nada que ver con el ahorro futuro del trabajador. Entonces, por la forma cómo se liquida 


esta partida, pasa a desvirtuarse la condición de igualdad entre todos los funcionarios. Son dos criterios que, 
si volvemos a 1992, se van al diablo; desaparecen. 


La compañera sostuvo -porque así fue- que el año pasado hubo acuerdos de carácter político. Cuando 
trasladamos estos planteos al señor Ministro Atchugarry, él entendió que era así y por eso surgió la 
posibilidad de lograr un decreto que exonerara de aportes específicamente a estas partidas del Registro Civil, 
sobre la base de todo el detalle que se acaba de dar. En el medio de esa situación hubo un cambio de Ministro 
y como esos compromisos asumidos entre el doctor Atchugarry y el Ministro de Educación y Cultura, doctor 
Guzmán, no se plasmaron por escrito, hoy son una pluma al viento. Nos encontramos con un nuevo equipo 
de Gobierno que dice que no hubo tales acuerdos desde el momento en que no hay nada escrito y consultado 
el doctor Atchugarry señala que no recuerda esta salida. 


Planteamos todo esto para que se vea que hemos tenido voluntad de negociar una salida durante todos estos 
meses. Hemos intentado abrir puertas; aunque sea ventanas. Nuestra voluntad de diálogo está presente. 


No nos quisimos quedar con la valoración que hacíamos para despejar subjetividades, pero Directores del 
Banco de Previsión Social sostienen lo mismo que hemos planteado. Hacemos la salvedad de que se da 
naturaleza salarial a esta partida, pero sostienen que si se aplicara esto estrictamente, habría una rebaja 
salarial, lo que no debería ocurrir por lo establecido en la Ley N* 16.002. A su vez, la Comisión de Previsión 
Social del PIT-CNT también lo entiende así. Allí hay compañeros que se dedican a estudiar lo relativo a la 
materia gravada y entienden exactamente lo mismo. Tanto es así que ellos nos plantean algo que nosotros 
vamos a tomar: con aportes y sin rebajas. Esa es una salida que nosotros vinimos a plantear. 


Sin duda, el decreto que nos exonere de aportes es un elemento central para nosotros por todo lo que ya 
explicamos. Tal vez la situación amerite una interpretación de la Ley de 1992 y de las posteriores. Quiero 
ampliar este punto porque tiene que ver con argumentos que se nos han dado. Se nos ha mencionado la Ley 
N? 16.713 -que es anterior a la 17.736- en la que aparece la figura de la partida de alimentación. Hubo una 
ley posterior en la que se incrementa esta partida pero ni el legislador ni la Administración introdujeron 
correcciones. Podríamos suponer que hasta 1995 esto no tenía naturaleza salarial; era una partida de 
promoción social. Pero a partir de la Ley N” 16.713 las reglas de juego cambian, aparece la partida de 
alimentación y, por lo tanto, uno parte de la base que las futuras leyes tienen que recoger de estas 
disposiciones, pero no fue así. Seguimos adelante y vemos que en la última Ley de Presupuesto, la del año 
2000, N* 17.296 se dice expresamente que lo que se recaude por concepto de celebración de convenios irá 
íntegramente a engrosar la bolsa de reparto. Seguimos en la misma situación y por eso en donde nos 
presentamos hacemos hincapié en que debe haber una interpretación del artículo original en el sentido de que 
esto no tiene naturaleza salarial sino que es un beneficio social absolutamente ligado a mejorar la calidad de 
vida de los funcionarios. Esto vamos a seguir planteándolo. 


Nosotros seguiremos con este espíritu negociador y con la cabeza abierta y si la única salida que se encuentra 
es la de que finalmente se diga que esto tiene naturaleza salarial, nosotros diremos que no queremos rebaja 
salarial; alguien se va a tener que hacer cargo de pagar los aportes totales -tanto los obreros como los 
patronales-, pero no los trabajadores. Lo que queremos es seguir percibiendo los montos que hemos recibido 
durante doce años. ¿Esto que quiere decir? Cerramos la recaudación del Registro Civil, pasamos raya y 
sumamos y el resultado lo dividimos entre 250 funcionarios, haciendo un reparto para todos igual. Eso es lo 
queremos percibir como salario líquido. Eso es lo que nosotros estamos planteando como segunda 
alternativa. Esto implica que no haya rebaja salarial y que de los montepíos y de los aportes patronales se 
haga cargo el Estado por lo que acabamos de explicar. 


Lo relativo al mes de enero, cuando hubo un atraso y salimos en la prensa -fue muy mediático nuestro 
conflicto- lo cobramos en marzo y, como dijo la compañera, en el medio de una asamblea previa a la semana 
de carnaval nos llamó el señor Subsecretario de Educación y Cultura con la información de que el Presidente 
de la República había dado la orden de que se liquidara sin descuentos, sin aportes. Lo que pasó fue que el 
señor Ministro de Economía reinterpretó la orden del Presidente e hizo la liquidación con aportes. 
Finalmente, en enero recibimos el monto líquido de la partida y sin descuentos; la de enero la cobramos en 
marzo. Esos $ 50.000 los pagó el Registro Civil. 


Ustedes dirán: "A esta gente no le sirve nada; recibieron el salario líquido y no están felices". No estamos 
felices, porque teniendo en cuenta el tipo de público del Registro Civil, no se trata de un organismo rico en 
recaudación, a diferencia de los registros públicos que tienen que ver con transacciones económicas y en los 


que se mueve un público diferente. Por lo tanto, los volúmenes de recaudación en esos organismos están muy 
por encima de los del Registro Civil. Nuestro organismo es pobre y los registros públicos son ricos. Pero esto 
lo terminó pagando el Registro Civil. 


Como funcionarios del Registro Civil, estamos absolutamente seguros de que si el organismo se termina 
haciendo cargo del Montepío y de los aportes patronales, no va a poder funcionar, porque se quedará sin 
recursos para cubrir sus gastos o eso lo terminaremos pagando los trabajadores, ya que se nos va a decir: "No 
nos da el dinero". El Registro Civil no va a poder asumir esos costos por más de dos o tres meses, porque se 
quedará sin recaudación; esto es real y queremos anticipar esta problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes tendrán los números mucho más claros, pero en definitiva, hoy por 
hoy, aportan una cifra importante a Rentas Generales. Evidentemente, si pagan el Montepío y demás, 
no van a poder verter recursos a Rentas Generales; capaz que no alcanzan. ¡Habrá un montón de 
posibilidades! 


SEÑOR BENTANCOR.- Como es costumbre en la Comisión, luego discutiremos entre nosotros cuáles 
son los caminos que se van a seguir. Por lo tanto, solo haremos alguna reflexión sobre el punto y no 
entraremos en el fondo de la cuestión. 


Creo que es clara la naturaleza de derecho adquirido que tienen este beneficio para los trabajadores, por lo 
que por todo concepto debería mantenerse. 


También tenemos muy claro cómo surge esta partida, porque ha habido toda una ingeniería durante décadas 
dentro de la Administración Central y de los Entes Autónomos para lograr superar el problema de que los 
recursos, según los distintos gobiernos, siempre son escasos. Entonces, mediante toda esa ingeniería, el 
sindicato y la empresa se ponían de acuerdo para buscar los vericuetos más increíbles para solucionar temas 
muchas veces del Gobierno. 


Como bien se dijo, había voluntad de negociar, ¡vaya si la hubo! Basta ver los recibos de sueldo de los 
funcionarios de la Administración Central y también de los Entes, donde hay partidas por garrafas, por 
kilovatios, por impulsos de comunicaciones. Entonces, en el momento de solucionar el problema todo es de 
recibo. Creo que hay hasta una detracción al Cinco de Oro para pagar un porcentaje pequeño que uno puede 
ver en el recibo de un funcionario. Obviamente, cuando hay necesidad en las arcas fiscales, se olvidan de 
cómo fue creado el recurso y se dice: "Lo que pasa es que la caja precisa recaudar más". Si se trata de 
prolijidad institucional, entiendo que se diga que se tienen que pagar todas estas partidas. Macanudo; pero la 
prolijidad va por un lado y la justicia por otro; en todo caso, deberían ir juntas. 


Repasando las preguntas que ustedes nos hicieron llegar, veíamos el caso de ANCAP, por cierto que en otras 
condiciones económicas. Llegado el momento de aplicar el Montepío a alguno de los beneficios, en este caso 
el viático por alimentación -que se dio también en otros Entes-, la primera cuota la pagó la institución, con lo 
cual los funcionarios no perdieron lo que venían percibiendo hasta ese momento. Es claro que estamos 
hablando de ANCAP que pudo absorber ese costo; entendemos que las posibilidades de uno y otro organismo 
son muy diferentes, abismales. 


También está claro que esta partida no tiene naturaleza retributiva; pregunto si fue tenida en cuenta para el 
cálculo de horas extras, por ejemplo. 


SEÑORA SCANAVINO.- No; no se informa en la historia laboral. 


SEÑOR BENTANCOR.- Por lo tanto, tampoco integraría el aguinaldo. Entonces, por cierto que no 
tiene naturaleza retributiva. 


No sé si ustedes se han comunicado con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En ese sentido, en 
general encontramos una dificultad porque parecería que la Cartera atiende con más comodidad a todo lo que 
viene de la actividad privada, pero que no se mete en lo del Estado, cuando en realidad todos son 
trabajadores. Al respecto digo que vamos a mantener una reunión con el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social y que posiblemente le podremos consultar sobre esta situación. El Estado es uno solo, pero 


al fin de cuentas más de una vez pasan delegaciones que dicen que acordaron determinada cosa con el 
Ministro Zutano, pero como se fue, es su verdad contra la de los trabajadores. No obstante, estos acuerdos se 
hicieron en el marco de la gestión de un mismo Ministro; si no fuera así, habría una inseguridad total. 
Entonces, de ahora en más, ¿qué conflicto se va a arreglar por la vía del compromiso personal de un Ministro, 
si todos sabemos que es azarosa la vida de un titular de una Cartera? De manera que mañana, cuando ese 
Ministro se vaya, el Estado no se va a hacer responsable. 


Por lo tanto, sin ingresar en la discusión de fondo, queremos dejar estas constancias en la versión 
taquigráfica, que es un documento público y que se le hará llegar a las autoridades que corresponda, a fin de 
buscar con ellas una salida a esta problemática, de la forma más justa posible. 


Por otra parte, el hecho de que esta partida sea fija para toda la escala, es obvio que está perjudicando 
severamente, y mucho más desde el punto de vista porcentual, a quienes ganan menor salario que a los que 
perciben -no sé si habrá salarios tan altos-, por ejemplo, $ 20.000 o $ 25.000. En estos casos, sin duda el 
descuento jubilatorio para esa partida será ínfimo comparado con el que puede hacérsele a alguien que 
percibe un sueldo varias veces menor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya digo que los planteos hechos por nuestros invitados son más que 
razonables. La Comisión invitará al Director del Registro Civil y seguiremos trabajando sobre este 
tema. 


Me da la impresión de que no está lejos la solución a esta problemática. De todos modos, nos haremos eco de 
la preocupación planteada y haremos todo lo posible para ayudar a solucionar este asunto. 


SEÑORA SCANAVINO.- Antes de retirarnos, quiero decir que nosotros tenemos una propuesta para 
que pague el Estado en concurrencia con la versión de la recaudación. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


